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Pereira, ocho de junio de dos mil doce
Ref: Exp. Nº 66001-22-13-000-2012-00160-00
Acta N° 285
Se resuelve a continuación en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Christian Alberto Muñoz Muñoz, en contra del Batallón Especial Energético y Vial de Segovia Antioquia. 
ANTECEDENTES
Sostiene el actor que el 15 de febrero pasado cumplió un año de prestación del servicio castrense obligatorio en el Batallón demandado. Aduce que en su calidad de bachiller y de conformidad con el literal b del artículo 13 de la ley 48 de 1993 desde esa fecha debió haberse dado su desacuartelamiento por tiempo militar cumplido. No obstante, y a pesar de haber radicado una solicitud para ese efecto ante la entidad militar accionada el 4 de enero del año en curso, no han procedido a su licenciamiento, que debió de suceder hace tres meses. Por otro lado señala que le han dado un tratamiento de soldado regular al asignarlo al “monte” en áreas de conflicto, en total desconocimiento del artículo 13 ibídem.
Solicita que se tutele su derecho de petición; del cual sostiene que en ocasiones su desconocimiento puede atentar contra otros derechos fundamentales; y en consecuencia que se ordene a la autoridad demandada disponer su desacuartelamiento por haber cumplido el lapso de prestación del servicio militar.   

El 28 de mayo pasado se avocó el conocimiento de la tutela y se ordenó el traslado de la entidad militar demandada. Ante su silencio el 6 de junio siguiente se le requirió para que rindiera informe sobre la situación del señor Christian Alberto Muñoz Muñoz, a lo cual contestó que la razón por la cual no fue posible cambiar la modalidad de prestación de servicio militar, es que el actor al momento de su incorporación aceptó prestarlo como soldado regular y aseguró que el accionante recibió los pagos de prima de auxilio de transporte por un valor de $616.000, dinero que según lo dispuesto en la ley 48 de 1993 solo pueden ser pagados a soldados regulares y no a bachilleres.  No se hizo alusión acerca del derecho de petición que dijo haber formulado el demandante.  
CONSIDERACIONES

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional, “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. (...)  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La situación presentada ante este Tribunal se concreta en que el señor Muñoz Muñoz presentó una petición encaminada a obtener su desacuartelamiento por tiempo de servicio militar cumplido ya que sostiene que su calidad de bachiller no ha sido tenida en cuenta para ese efecto. Por su parte, la entidad accionada refirió que el señor Muñoz Muñoz por decisión propia se vinculó como soldado regular y como tal recibió un auxilio de transporte al cual solo tienen derecho bajo este tipo de modalidad. 
Admitido tácitamente que se pidió el desacuartelamiento a la autoridad militar, que no se pronunció concretamente sobre el particular (artículo 20 del decreto 2591 de 1991), ha de entenderse que la vulneración del derecho surge de no haberse dado respuesta a su requerimiento, de tal manera que corresponde ordenar la contestación correspondiente, no sin antes estudiar los alcances del derecho que se invoca. Es así como la Corte Constitucional ha expresado:

“En efecto, el Constituyente elevó el derecho de petición al rango de derecho constitucional fundamental de aplicación inmediata, susceptible de ser protegido mediante el procedimiento, breve y sumario, de la acción de tutela, cuandoquiera que resulte vulnerado o amenazado por la acción u omisión de una autoridad pública. Y no podría ser de otra forma, si tenemos en cuenta que el carácter democrático, participativo y pluralista de nuestro Estado Social de derecho (CP art. 1º), puede depender, en la práctica, del ejercicio efectivo del derecho de petición, principal medio de relacionarse los particulares con el Estado. ”.

“(...) El de petición es un derecho de capital importancia en el funcionamiento de una sociedad respetuosa de los derechos de las personas. Su esencia está ligada a la `necesidad de mantener canales adecuados de comunicación entre los gobernantes y los ciudadanos que trasciendan el ámbito político y vinculen al miembro de la comunidad con la autoridad´. Su importancia no es exclusivamente instrumental, ni su utilidad se agota en la simple ritualidad, pues siempre está de por medio el reconocimiento y protección de los derechos radicados en cabeza del peticionario. Así, el ciudadano presenta una solicitud con la intención de poner en conocimiento de la autoridad sus necesidades y expectativas y con la esperanza de recibir una pronta respuesta que solucione o resuelva de alguna manera su situación. En este orden de ideas, "el derecho de petición comprende no sólo la manifestación de la administración sobre el objeto de la solicitud, sino también el hecho de que dicha manifestación constituya una solución pronta del caso planteado" 
.

La misma jurisprudencia se ha encargado de establecer los elementos que componen el contenido esencial de este derecho, indicando que, las entidades administrativas deben garantizar que las peticiones que se eleven ante ellas tengan un procedimiento de recibido adecuado y sin obstáculos; que la respuesta debe ser comunicada en debida forma al petente y en debida oportunidad; y debe resolver categóricamente el fondo del asunto, es decir que no haya ambivalencias respecto de lo pedido y la respuesta.

Aplicando tales postulados al caso concreto, se concluye que la petición radicada el 4 de enero pasado, no ha sido contestada, superándose así el límite temporal impuesto por le Código Contencioso Administrativo, por lo cual el derecho fundamental del señor Muñoz Muñoz está siendo transgredido y sólo queda remediar tal vulneración.   

Así las cosas se amparará el derecho de petición del accionante y se ordenará a la entidad demandada que responda de manera clara y coherente a la solicitud planteada. 
DECISIÓN

A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley RESUELVE:

PRIMERO: Conceder la acción de tutela que el señor Christian Alberto Muñoz Muñoz interpuso en contra del Batallón Especial Energético y Vial de Segovia Antioquia, en procura de la protección a su derecho fundamental de petición.

SEGUNDO: Ordenar al señor teniente coronel Wilson Ricardo Mora Mateus en su condición de comandante del Batallón Especial Energético y Vial de Segovia Antioquia, o quien haga sus veces, que en el término de 48 horas contado a partir de la notificación de este fallo, resuelva de fondo la solicitud de 4 de enero pasado que le hizo el demandante. 
Notifíquese la sentencia a las partes y remítase oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos                                         Luis Alfonso Castrillón Sánchez
 (Con salvamento de voto)                                        
� Sentencia T-314 de 1998. 
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